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Que reforma los artículos 9, 10, 24, 28 y 30 de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, presentada por el diputado José de Jesús González Gortázar, del grupo parlamentario del PRI

El C. Jesús González Gortázar: - Con su venia, Señor presidente: <<En mi carácter de diputado federal, miembro de la Confederación Nacional de la Pequeña Propiedad, Agrícola, Ganadera y Forestal del PRI, y en uso de las facultades que consagra el artículo 71, fracción II de la Constitución General de la República, vengo a presentar iniciativa de ley que reforma los artículos 9o., 10, 24, 28 y 30 de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos.

Desde siempre el mexicano había tenido el derecho a poseer y portar armas de fuego. No en vano se ha afirmado que "un hombre libre es un hombre armado" y que cuando se restringe esta facultad, "es estado policiaco está a la vuelta de la esquina".

Así, los Constituyentes de Querétaro plasmaron en el artículo 10 de nuestra Carta Magna de 1917, el derecho mencionado como una de las garantías individuales que tenían nuestros connacionales.

El surgimiento de nuevas formas de delincuencia, como terrorismo y narcotráfico, obligó al Estado mexicano a modificar dicho artículo menguado lamentablemente nuestro derecho citado y a promulgar la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, que adolece de graves irregularidades que el tiempo ha venido señalando y que tenemos la obligación de corregir.

Así, en su artículo 9o., fracción II autoriza a ejidatarios, y jornaleros del campo para que fuera de las zonas urbanas puedan portar pistolas no reglamentarias, rifles calibre 22 y escopetas deportivas sin necesidad de licencia. Esto es a todas luces justificable, aunque en la práctica no se respeta.

Sin embargo, es muy grave que tal disposición haya excluido a los pequeños propietarios, violando la igualdad ante la ley en una actitud francamente anticonstitucional y relegando a 2 millones 400 mil parvifundistas, que son ciudadanos en plenitud, a una situación sumamente injusta que no tiene la menor base para ello, máxime que el pequeño propietario rural es el grupo social con mayor cultura en el agro nuestro.

Con la nueva delincuencia a que nos hemos referido, mientras los antisociales andan perfectamente armados, el hombre de bien en el campo mexicano se encuentra sin protección alguna. Es urgente corregir tan anómala situación.

En el artículo 10, fracción VII, se autoriza a quienes practiquen la charrería y por ello porten el atuendo nacional, a llevar revólver ¡pero descargado! Es el colmo de la ridiculez. Mientras que la lumpenburocracia y los criminales portan las armas más sofisticadas, al prototipo nacional se le hace escarnio y se le conduce a una situación humillante que nosotros, los representantes del pueblo, jamás debemos permitir.

Ser charro es un timbre de orgullo. Nuestro deporte nacional es un valor propio del pueblo mexicano que el Estado tiene la obligación de fomentar y proteger. Por ello el jinete nacional debe tener el derecho de portar armas no sólo en el campo, sino también en la ciudad, cuando sean las propias del atuendo que lo caracteriza.

El artículo 24 no autoriza expresamente a los funcionarios públicos de elección popular a portar armas, cuando hacerlo es necesario para ello. Esto se ha prestado a una serie de abusos por parte de las fuerzas armadas y del orden, que no respetan el fuero constitucional del que están investidos; al grado que la Secretaría de la Defensa Nacional ha enviado circulares a todas las zonas militares para que se respete tal derecho a senadores y diputados federales. Es menester contar con autorización expresa en la ley a que me he venido refiriendo, para evitar situaciones que rebajan a los funcionarios públicos.

Este derecho de portar armas debe continuar hasta un año después de que hayan cesado en sus funciones. En el medio rural son frecuentes los casos de agresiones a ex presidentes municipales, síndicos y regidores que en un momento determinado tuvieron que guardar el orden y que por ello se ganaron odios y rencores, los cuales son cobrados al término de su ejercicio constitucional. Por ello precisamos procurarles autorización para que porten armas destinadas a su defensa personal.

El artículo 28 es su párrafo segundo exceptúa a ejidatarios, comuneros y jornaleros del campo del pago de la licencia para portar armas; pero vuelve a cometer la misma discriminación que el 9o., en perjuicio de los pequeños propietarios agropecuarios.

El artículo 30 no fija plazo para que la Secretaría de la Defensa Nacional resuelva sobre las solicitudes para portar armas. Así quedan éstas sin respuesta y cuando la obtienen, invariablemente es negativa, haciendo nugatoria al ciudadano la posibilidad de obtener el necesario permiso.

Por ello esta iniciativa tiende a que cuando se cumpla con los requisitos de ley, deba otorgarse la portación y que haya un lapso prudente para que se le dé respuesta. En caso de que esto no suceda, la copia sellada de la solicitud hará las veces de licencia para portar armas.

Por todo lo expuesto y fundado presento la siguiente iniciativa que reforma los artículos 9o., 10, 24, 28 y 30 de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, que deberán quedar como sigue:

Artículo 9o., fracción II. Los ejidatarios, comuneros, jornaleros del campo y pequeños propietarios, fuera de las zonas urbanas...

Artículo 10, fracción VII. A las personas que practiquen el deporte de la charrería se les autoriza a portar revólveres que complementen el atuendo nacional, aun de mayor calibre que los señalados en el artículo 9o., de esta ley.

Artículo 24, se le añade un tercer párrafo, como sigue: Los funcionarios de elección popular tendrán derecho a portar revólveres y pistolas escuadras, todo el tiempo en que desempeñen su cargo público y un año después de haber cesado en su funciones.

Artículo 28, párrafo segundo: Los ejidatarios, comuneros, jornaleros del campo y pequeños propietarios, estarán exentos de este pago.

Artículo 30, se añade un párrafo tercero: Cuando se reúnan los requisitos de ley, la Secretaría deberá otorgar la licencia para portar armas a más tardar en un plazo de 60 días. Cuando esto no suceda y sin que haya causa justificada, la copia sellada de recibido de la solicitud, hará las veces de permiso provisional para portar armas de fuego no reglamentarias.

México, Distrito Federal, a 24 de diciembre de 1987.- Rúbrica.>>

Lo anterior, estimados compañeros, viene a corregir una situación anómala que figura en la norma jurídica que rige, como reglamentaria, al artículo 10 de la Constitución.

Es una tristeza que los mexicanos hayamos dado un paso atrás en nuestras garantías constitucionales. Se comprende porque las nuevas formas de delincuencia; se comprende porque el terrorismo y el narcotráfico, con toda sofisticación antisocial, han obligado al gobierno mexicano a adoptar una actitud de autodefensa, sin embargo, el ciudadano de bien, el hombre cabal del campo nacional, el mexicano que trabaja en el medio rural no tiene por qué encontrarse desprotegido y en una situación totalmente irregular que lo hace muchas veces víctima de abusos de las fuerzas del orden.

Si es a satisfacción de ustedes esta iniciativa, tengan la seguridad que a todo lo largo y lo ancho del territorio nacional, se elevará el aplauso de los campesinos, de los hombres que producen en el agro, agradeciendo a esta LIII haber acordado favorablemente a la anterior iniciativa. Muchas gracias.

El C. Presidente: -Con fundamento en el artículo 56 del Reglamento Interior del Congreso, túrnese a la Comisión de Defensa Nacional la iniciativa presentada por el señor diputado Jesús González Gortázar.

